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SENTENCIA TUTELA 

Dentro de la oportunidad señalada en el artículo 86 de la Constitución Política se procede a 

resolver la presente Acción de Tutela formulada por BLANCA NELLY VARGAS RUEDA, con 

C.C. 43.345.979, en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y 

REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS, representada legalmente por el Dr. RAMÓN 

ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE, o por quien haga sus veces. 

 

ANTECEDENTES 

Pretende el accionante que mediante el presente trámite de amparo constitucional sean tutelados 

sus derechos fundamentales, y se le ordene a la entidad accionada que proceda a la entrega de 

la “carta cheque” por el hecho victimizante de “desplazamiento”. 

 

Como sustento de la presente acción constitucional indica la actora, que es víctima de la violencia 

por los hechos de desplazamiento forzado, desarraigo, en desarrollo del conflicto armado, que 

solicitó el 5 de octubre de 2021, la entrega de la “carta cheque” por el hecho victimizante de 

“desplazamiento”, sin que se haya emitido respuesta alguna. 

 

TRÁMITE PROCESAL 

Por cumplir con los requisitos consagrados en el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991, se admitió 

y se ordenó darle trámite preferencial a la presente acción de amparo constitucional, 

comunicándole a la accionada dicho proveído, y se le solicitó que en el término de dos (2) días 

hábiles informara lo que hubiere lugar sobre lo allí señalado. 

 

RESPUESTA A LA TUTELA 
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Notificada en debida forma, por medio de correo electrónico, y vencido el término legal, la entidad 

accionada presentó respuesta, el 14 de enero de 2022, indicando que mediante comunicación 

bajo radicado de salida No. 202172031591481 se procedió a dar respuesta al derecho de petición 

indicando lo pertinente frente a la solicitud de indemnización administrativa hecho victimizante 

DESPLAZAMIENTO FORZADO. 

 

Solicita la entidad accionante que se NIEGUEN las pretensiones invocadas por la tutelante en el 

escrito original, en razón a que la Unidad para las Víctimas, tal como lo acredita, ha realizado, 

dentro del marco de sus competencias, todas las gestiones necesarias para cumplir los mandatos 

legales y constitucionales, evitando que se vulneren o pongan en riesgo sus derechos 

fundamentales. 

 

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. COMPETENCIA 

Es competente este Despacho para conocer la presente acción constitucional, conforme lo 

consagra los artículos 86 de la Constitución Política y 1° del Decreto 2591 de 1991. Esta acción 

de tutela es un mecanismo para la protección inmediata de los Derechos Fundamentales 

Constitucionales cuando quiera que estos resulten amenazados o vulnerados por la acción u 

omisión de una autoridad pública, o de un particular en los casos contemplados por la ley; dicho 

mecanismo opera siempre y cuando el ciudadano afectado no disponga de otros medios para la 

protección de los derechos conculcados o, existiendo esos medios, la acción se utilice como 

instrumento transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

2. DERECHO DE PETICIÓN  

El aludido derecho fundamental, se encuentra relacionado en el artículo 23 de la Constitución, en 

los siguientes términos: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos 

de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su 

ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales.” 

 

Este derecho ha sido tratado ampliamente por la Jurisdicción Constitucional, definiendo que su 

núcleo esencial está conformado por dos (2) aspectos: pronta resolución y decisión de fondo1. En 

efecto, entre otras cosas podemos señalar que:  

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos 
de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos 

                                                           
1 Sentencias T-244 de 1.993, M.P. Hernando Vergara Vergara; T-279 de 1.994, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-532 de 1.994, M.P. Jorge Arango Mejía; T-042 de 1.997, M.P. Eduardo 
Cifuentes Muñoz; T-044 de 1.997, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-021 de 1.998, M.P. José Gregorio Hernández Galindo.  
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constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de 
expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la 
cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se 
reserva para sí el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, 
clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado y 3. Debe ser puesta en conocimiento del 
peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho 
constitucional fundamental de petición. 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 
siempre en una respuesta escrita. 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen 
autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo 
determine.  

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es 
necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando 
realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la 
administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la 
efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la 
tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho 
fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la 
administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º 
del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes 
de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en 
dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual 
se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será 
determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad, la complejidad de la 
solicitud o la existencia de un término especial fijado en la ley para resolver de una específica 
solicitud.  

h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver 
oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba 
incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.  

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión 
más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997, T-457 de 
1994, sentencia T-979 de 2000.” 

 

Así las cosas, la vulneración del derecho de petición se presenta por la negativa de un agente de 

emitir respuesta de fondo, clara, oportuna y en un tiempo razonable, y por no comunicar la 

respectiva decisión al petente.  

 

La Corte Constitucional ha establecido que el derecho de petición es un derecho fundamental 

que se presenta de una forma compleja pues, en primer lugar, constituye la herramienta de 

ejercicio de los demás derechos fundamentales, pese a lo cual no pierde su naturaleza de 

derecho fundamental autónomo, pero, además, tiene como fin salvaguardar la participación de 

los administrados en las decisiones que los afectan y en la vida de la Nación.  
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El derecho de petición faculta a toda persona a elevar solicitudes respetuosas a las autoridades 

públicas, y en casos especiales a los particulares, e involucra al mismo tiempo la obligación para 

la autoridad pública de emitir una respuesta que, si bien no tiene que ser favorable a las 

pretensiones del peticionario, sí debe ser oportuna, resolver de fondo lo requerido por el 

peticionario y ser puesta en conocimiento del mismo. 

 

Del análisis anterior, se destaca que el derecho de petición exige por parte de las autoridades, 

una decisión de fondo a lo requerido por el ciudadano. Esto implica la proscripción de respuestas 

evasivas o abstractas, ello no quiere decir que necesariamente la respuesta deba ser favorable. 

La respuesta de fondo implica un estudio sustentado del requerimiento del peticionario, acorde 

con las competencias de la autoridad frente a la que ha sido presentada la petición. 

 

Igualmente se ha establecido que existen algunos parámetros que permiten de manera general 

determinar el contenido y el alcance del derecho de petición, resaltándose que se tendrá por 

respetado, siempre que la respuesta dada cumpla con estos requisitos: 1. Se realice de manera 

oportuna 2. Resuelva de fondo, clara, precisa y de manera congruente lo solicitado y 3. Se ponga 

en conocimiento del peticionario; sin que ésta respuesta implique la aceptación de lo solicitado. 

 

Con relación al término en que han de resolverse las peticiones respetuosas que en interés 

particular formulen los ciudadanos a la administración, el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el 

artículo 1 de la Ley 1755 de 2015, que señala: 

 “Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal 
especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los 
quince (15) días siguientes a su recepción.  

Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:  

1. Las peticiones de documentos deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su 
recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los 
efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración 
ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las 
copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.  

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las 
materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. 

…” (Subrayas y negrillas fuera de texto) 

En consonancia con lo anterior, y con el fin de cumplir con las funciones y obligaciones a cargo 

de las entidades y organismos públicos, el Gobierno Nacional ordenó con la expedición del 

Decreto Ley 491 de 2020, ampliar el término de los derechos de petición en los siguientes 

términos: 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1755_2015.html#1
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“ARTÍCULO 5. Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las peticiones que se 
encuentren en curso o que se radiquen durante la vigencia de la Emergencia Sanitaria, se 
ampliarán los términos señalados en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, así: 

Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a 
su recepción. 

Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 

(i) Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los veinte (20) 
días siguientes a su recepción. 

(ii) Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con 
las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta y cinco (35) días siguientes a su 
recepción. 

Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la 
autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término 
señalado en el presente artículo expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el 
plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del 
inicialmente previsto en este artículo. 

En los demás aspectos se aplicará lo dispuesto en la Ley 1437 de 2011. 

Parágrafo. La presente disposición no aplica a las peticiones relativas a la efectividad de otros 
derechos fundamentales.” 

 

3. ACERCA DEL DESPLAZAMIENTO 

La Ley 387 del 18 de julio de 1997, definió en su artículo 1º como desplazado a “toda persona 

que se haya visto forzada a migrar dentro del territorio nacional abandonando su localidad de 

residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad 

o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con 

ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: Conflicto armado interno, disturbios y 

tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos, 

infracciones al Derecho Internacional Humanitario u otras circunstancias emanadas de las 

situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público”. 

 

Como norma vigente, la Ley 1448 de 2011, regula lo relativo a la ayuda humanitaria, atención, 

asistencia y reparación de las víctimas que hayan sufrido daño por hechos ocurridos con 

ocasión del conflicto armado del país. 

De acuerdo con el objeto de esta norma, se establecieron los siguientes derechos con el fin de 

resarcir el daño causado a las víctimas del conflicto colombiano: 

1. La ayuda humanitaria (artículo 47 Ley 1448 de 2011), es la que recibe la víctima con el 

objetivo de socorrer y atender sus necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de 

abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica de emergencia, transporte 

de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas, y con enfoque diferencial, en el 

momento de la violación de los derechos o en el momento en el que las autoridades tengan 

conocimiento de la misma”. Esta ayuda humanitaria está a cargo en primera instancia de los entes 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=111114#5
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=41249#1437
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territoriales, y en forma subsidiaria la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación a 

Víctimas y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 

2. La Asistencia a las víctimas del conflicto armado (artículo 49 Ley 1448 de 2011), es el 

conjunto de medidas, programas y recursos para procurar condiciones de vida digna, así como 

dar información atención y acompañamiento jurídico y sicosocial a la víctima. Se encuentra entre 

estos derecho de asistencia, gastos funerarios, educación y salud, a cargo de las entidades 

competentes en cada uno de estos servicios públicos. 

3. La Atención (artículo 60 y ss. Ley 1448 de 2011, reglamentado por Decreto 2569 de 2014). 

Este derecho a la atención, que en mayor medida reclaman el grupo poblacional de víctimas de 

desplazamiento forzada, inicia con la declaración sobre los hechos de desplazamiento con el fin 

de que se decida acerca de la inclusión o no en el Registro Único de Víctimas – RUV, 

declaraciones que realizan las víctimas ante el Ministerio Público, y esta entidad lo remite a la 

UARIV. 

Son tres etapas de atención humanitaria de las víctimas del desplazamiento forzado: 1. Atención 

inmediata, correspondiente a la atención inmediata a la que se hizo referencia, 2. Atención o 

Ayuda Humanitaria de Emergencia, a la cual tienen derecho las personas u hogares que hayan 

sido incluidos en el Registro Único de Víctimas. Esta atención humanitaria de emergencia la 

entrega la UARIV 3. Atención o Ayuda Humanitaria de Transición, es la ayuda humanitaria 

que se entrega a la población en situación de desplazamiento incluida en el RUV y no presenta 

las características de gravedad y urgencia que los haría destinatarios de la atención de 

emergencia.  

Estas ayudas humanitarias no son ilimitadas, pues en los términos del artículo 67 de la Ley 1448 

y el artículo 21 del Decreto 2569 de 2014, la entrega de los componente se suspenden cuando 

los hogares no presente carencias, por contar con fuentes de ingresos o capacidad para generar 

ingresos. 

4. Reparación: Las víctimas tienen derecho a la restitución de sus tierras y bienes, indemnización 

administrativa, rehabilitación de las condiciones sicológicas y físicas, medidas de satisfacción 

para restablecer la dignidad humana y garantías de no repetición. 

Carece de competencia el Despacho en su función de Juez Constitucional establecer si la parte 

accionante tiene o no derecho al reconocimiento de asistencia o ayuda humanitaria, o si procede 

el reconocimiento de una indemnización por reparación administrativa, toda vez estas decisiones 

no sólo son competencia de la Unidad para las Víctimas, sino que escaparía esta decisión al 

ámbito de la acción constitucional y nos encontraríamos en el ámbito de derechos patrimonial 

ajenos por regla general a la protección inmediata de la acción de tutela. 

 

4. CASO CONCRETO 

Se acredita en debida forma, que la señora BLANCA NELLY VARGAS RUEDA presentó a la 

entidad accionada, derecho de petición, y tal como lo admite la entidad, instando a la misma para 

que: “… para la entrega de la indemnización vía administrativa por el desplazamiento forzado 

hecho victimizante de Urrao (Ant.)…” 
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- De otra parte, la entidad accionada, una vez fue notificada de esta acción, emitió comunicación 

a la accionante, Radicado No.: 20227200743721, del 14/01/2022, la que fuera remitida al correo 

YENNYFERSALAS2@GMAIL.COM, con asunto “Alcance a respuesta derecho de petición 

202172031591481 Código LEX 6404842 M.N 1448 DEL 2011 Y 387 DE 1997 // // D.I. 43345979”, 

en los siguientes términos: 

“Atendiendo a la petición, relacionada con la indemnización administrativa por el hecho 
victimizante DESPLAZAMIENTO FORZADO con radicados CH000114747 M.N 1448 del 2011 y 
rad 1066199 M.N 387 de 1997, la Unidad para las Víctimas brinda una respuesta conforme a lo 
dispuesto en artículo 14 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo que está en concordancia con la Ley Estatutaria 1755 de 2015, y bajo 
el contexto normativo de la Resolución No. 01049 del 15 de marzo de 2019 en los siguientes 
términos: 

… 

Al analizar la solicitud, la Unidad para las Víctimas encuentra la necesidad de contar con 
documentación e información adicional para dar una respuesta de fondo sobre su indemnización. 
Es así como, en el presente caso, se requiere actualizar la información de DIEGO FERNANDO 
OSPINA VARGAS, VICTOR ANDRES OSPINA VARGAS, MONICA YESENIA OSPINA 
VARGAS, MARIO ALDINEBER OSPINA VARGAS, EDINSON ALBERTO OSPINA VARGAS y 
ERIKA TATIANA OSPINA VARGA en el Registro Único de Víctimas, por consiguiente, y con el 
propósito de brindar una respuesta adecuada, le solicitamos que pueda allegar dicha 
documentación al correo electrónico documentacion@unidadvictimas.gov.co, indicando el 
número del radicado de su caso. 

De igual forma, es importante indicar que, en virtud del principio de participación conjunta, toda 
solicitud que no cuente con la documentación necesaria para materializar la entrega de la medida 
de indemnización administrativa deberá ser complementada por la víctima y hasta tanto no se 
cuente con la información solicitada el trámite correspondiente quedará suspendido. 

…” 

 

Pese a lo anterior, este funcionario, analizando la respuesta dada por la entidad accionada, 

advierte que la misma no constituye una contestación concreta, clara y menos aún de fondo, pues 

se le indica a la señora BLANCA NELLY VARGAS RUEDA que no es posible darle trámite a su 

petición de “indemnización administrativa”, en tanto “…se requiere actualizar la información de 

DIEGO FERNANDO OSPINA VARGAS, VICTOR ANDRES OSPINA VARGAS, MONICA 

YESENIA OSPINA VARGAS, MARIO ALDINEBER OSPINA VARGAS, EDINSON ALBERTO 

OSPINA VARGAS y ERIKA TATIANA OSPINA VARGA en el Registro Único de Víctimas, por 

consiguiente …”. 

 

Como vemos, es claro entonces que el yerro de la entidad accionada tiene tal entidad que 

comporta una omisión en sus deberes, más explícitamente, en cuanto a resolver el derecho de 

petición de la aquí actora, pues nada se dijo sobre el mismo en forma concreta. 

 

Escuda la entidad tutelada su desatención en cuanto a la resolución del caso de la peticionaria, 

en la falta de información de la “actualización” de la información de algunos de los petentes, pero 

se advierte que tan sólo con la notificación de la presente acción de tutela, hizo conocer tal 
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situación, lo que no ocurrió desde que la accionante hiciera su solicitud, 5 de octubre de 2021, a 

pesar del término trascurrido. 

 

De otra parte, es escueta la respuesta de la tutelada, pues nada en concreto se le requiere a la 

tutelante para surtir del trámite correspondiente sobre la petición de entrega de ayudas 

humanitarias, sin que se le haga saber en forma precisa los detalles que necesita conocer para 

poder realizar la “medición de carencias” del hogar de la peticionaria. 

 

Y es que si la petición de la actora era incompleta, debió la entidad proceder en los términos del 

artículo 17 de la Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de 

Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo”, que al respecto dispone: 

“Peticiones incompletas y desistimiento tácito. En virtud del principio de eficacia, cuando la 
autoridad constate que una petición ya radicada está incompleta o que el peticionario deba 
realizar una gestión de trámite a su cargo, necesaria para adoptar una decisión de fondo, y que 
la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, requerirá al peticionario dentro de los diez (10) 
días siguientes a la fecha de radicación para que la complete en el término máximo de un (1) 
mes.  

A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se 
reactivará el término para resolver la petición.  

Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no satisfaga 
el requerimiento, salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta por un 
término igual.  

Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido el 
requerimiento, la autoridad decretará el desistimiento y el archivo del expediente, mediante acto 
administrativo motivado, que se notificará personalmente, contra el cual únicamente procede 
recurso de reposición, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser nuevamente 
presentada con el lleno de los requisitos legales.”  

 

De lo anotado es innegable que de una parte, la entidad accionada fue morosa en emitir la 

correspondiente respuesta a la señora BLANCA NELLY VARGAS RUEDA, pues la petición se 

hizo desde el 5 de octubre de 2021, y apenas luego de más de dos (2) meses, se le informa sobre 

la necesidad de “actualizar” cierta información, para gestionar la solicitud por ella realizada, 

excediendo en mucho lo presupuestado en la norma en comento, que al respecto dispone 

“…requerirá al peticionario dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para 

que la complete en el término máximo de un (1) mes.”. 

 

No hay mucho más que agregar, pues superado el término concedido por la ley, para dar 

respuesta a la petición de la accionante, de quince (15) días, más otro tanto, en aplicación al 

Decreto Ley 491 de 2020, en los siguientes términos: 
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“ARTÍCULO 5. Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las peticiones que se 
encuentren en curso o que se radiquen durante la vigencia de la Emergencia Sanitaria, se 
ampliarán los términos señalados en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, así: 

Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a 
su recepción. 

Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 

(i) Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los veinte (20) 
días siguientes a su recepción. 

(ii) Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con 
las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta y cinco (35) días siguientes a su 
recepción. 

Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la 
autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término 
señalado en el presente artículo expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el 
plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del 
inicialmente previsto en este artículo. 

En los demás aspectos se aplicará lo dispuesto en la Ley 1437 de 2011. 

Parágrafo. La presente disposición no aplica a las peticiones relativas a la efectividad de otros 
derechos fundamentales.” 

 

Es evidente entonces que la entidad tutelada abiertamente se encuentra vulnerando, en este 

caso, el derecho fundamental de petición de la actora, al no precisar una respuesta de fondo, 

clara y concreta sobre la petición a ella hecha. 

 

Por lo anterior, se ordenará a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y 

REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS que en el término de las CUARENTA Y OCHO 

(48) HORAS HÁBILES siguientes a la notificación de este fallo, adelante con los medios que 

tenga a su alcance, el trámite administrativo necesario para expedir la correspondiente respuesta, 

en la que se resuelva de fondo la petición hecha por la señora BLANCA NELLY VARGAS RUEDA, 

desde el 5 de octubre de 2021, en relación a la indemnización vía administrativa por el hecho 

victimizante de desplazamiento forzado; aclarándose que no puede confundirse la orden dada, 

con la emisión de una respuesta positiva a la petición realizada; de otra parte, en caso de que no 

sea posible resolver la solicitud hecha, deberá la entidad, detallar, especificar y aclarar de manera 

concreta, la información que requiere para emitir la correspondiente decisión. 

 

Si la presente providencia no fuere impugnada dentro del término señalado en el artículo 31 del 

Decreto 2591 citado, por la Secretaría se enviarán las diligencias a la Corte Constitucional para 

su eventual revisión. 

 

DECISIÓN 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=111114#5
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=41249#1437
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En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTIDÓS (22) LABORAL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la REPÚBLICA DE COLOMBIA y por autoridad 

de la Constitución y la Ley, 

RESUELVE 

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de PETICIÓN de la señora BLANCA NELLY 

VARGAS RUEDA, con C.C. 43.345.979, vulnerado por la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a la en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS, representada legalmente por el 

señor ENRIQUE ARDILA FRANCO, o por quien haga sus veces, en su calidad de DIRECTOR 

DE REPARACIÓN, que dentro de un término máximo de CUARENTA Y OCHO (48) HORAS 

HÁBILES siguientes a la notificación de este fallo, adelante con los medios que tenga a su 

alcance, el trámite administrativo necesario para expedir la correspondiente respuesta, en la que 

se resuelva de fondo la petición hecha por la señora BLANCA NELLY VARGAS RUEDA, desde 

el 5 de octubre de 2021, en relación a la indemnización vía administrativa por el hecho victimizante 

de desplazamiento forzado; aclarándose que no puede confundirse la orden dada, con la emisión 

de una respuesta positiva a la petición realizada; de otra parte, en caso de que no sea posible 

resolver la solicitud hecha, deberá la entidad, detallar, especificar y aclarar de manera concreta, 

la información que requiere para emitir la correspondiente decisión. 

 

TERCERO: Si la presente sentencia no fuere impugnada en el término de tres (3) días hábiles, 

envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. Una vez regrese de 

esa Corporación procédase a su archivo definitivo. 

Notifíquese en legal forma a las partes la presente providencia. 

 

ALEJANDRO RESTREPO OCHOA 

JUEZ 

 

 
 

   

 

 

 

JUZGADO VEINTIDÓS LABORAL DEL CIRCUITO DE 
MEDELLÍN CERTIFICA: Que el auto anterior se notificó 
por ESTADOS    011  fijados en la secretaría del despacho 
hoy   31 de enero de 2022 a las 8:00 a.m.  
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

Medellín, 25 de enero de 2022 

 

 

 Oficios N° 035 y 36 
Rad. T-2021 00512 

Señora 

BLANCA NELLY VARGAS RUEDA 

Correo electrónico: LUISAOVARGAS05@GMAIL.COM  

 

Doctor 

ENRIQUE ARDILA FRANCO 

DIRECTOR DE REPARACIÓN 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 

VÍCTIMAS 

Correo electrónico: notificaciones.juridicauariv@unidadvictimas.gov.co 

 
 
 
CLASE DE PROCESO:   ACCIÓN DE TUTELA 

ASUNTO:    NOTIFICA SENTENCIA 

ACCIONANTE:   BLANCA NELLY VARGAS RUEDA 

C.C 43.345.979 

ACCIONADA:  UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y 

REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS  

 

Cordial saludo, 

 

Por medio del presente, me permito NOTIFICARLE el FALLO de tutela proferido por este 

Despacho el día de hoy, en la acción de tutela de la referencia. Lo anterior, para dar cumplimiento 

con lo establecido en el art. 30 del Decreto 2591 de 1991, advirtiéndole que cuenta con tres (3) 

días para impugnar el respectivo fallo. Queda en la Secretaría del Despacho a disposición de las 

partes la referida providencia, en su integridad, se transcribe la parte resolutiva: 

“PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de PETICIÓN de la señora BLANCA NELLY 

VARGAS RUEDA, con C.C. 43.345.979, vulnerado por la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS. 

SEGUNDO: ORDENAR a la en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS, representada legalmente por el 

señor ENRIQUE ARDILA FRANCO, o por quien haga sus veces, en su calidad de DIRECTOR 

DE REPARACIÓN, que dentro de un término máximo de CUARENTA Y OCHO (48) HORAS 
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HÁBILES siguientes a la notificación de este fallo, adelante con los medios que tenga a su 

alcance, el trámite administrativo necesario para expedir la correspondiente respuesta, en la que 

se resuelva de fondo la petición hecha por la señora BLANCA NELLY VARGAS RUEDA, desde 

el 5 de octubre de 2021, en relación a la indemnización vía administrativa por el hecho victimizante 

de desplazamiento forzado; aclarándose que no puede confundirse la orden dada, con la emisión 

de una respuesta positiva a la petición realizada; de otra parte, en caso de que no sea posible 

resolver la solicitud hecha, deberá la entidad, detallar, especificar y aclarar de manera concreta, 

la información que requiere para emitir la correspondiente decisión. 

TERCERO: Si la presente sentencia no fuere impugnada en el término de tres (3) días hábiles, 

envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. Una vez regrese de 

esa Corporación procédase a su archivo definitivo. 

Notifíquese en legal forma a las partes la presente providencia.” 

 

Cordialmente, 
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Juzgado Veintidós (22) Laboral del Circuito de Medellín 
Calle 49 No. 45- 65. Piso 5º. Teléfono 604401 74 17. Dirección de correo Electrónico: 

j22labmed@cendoj.ramajudicial.gov.co 

mailto:j22labmed@cendoj.ramajudicial.gov.co
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